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REY
  DE ESPAÑA





  
A
  todos los que la presente vieren y entendieren.





  
Sabed:
  Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la
  siguiente ley:





  
PREÁMBULO





  
I





  
La
  seguridad no es solo un valor jurídico, normativo o político; es
  igualmente un valor social. Es uno de los pilares primordiales de
  la
  sociedad, se encuentra en la base de la libertad y la igualdad y
  contribuye al desarrollo pleno de los individuos.





  
Los
  Estados, al establecer el modelo legal de seguridad privada, lo
  perfilan como la forma en la que los agentes privados contribuyen
  a
  la minoración de posibles riesgos asociados a su actividad
  industrial o mercantil, obtienen seguridad adicional más allá de
  la
  que provee la seguridad pública o satisfacen sus necesidades de
  información profesional con la investigación de asuntos de su
  legítimo interés. En esta óptica, la existencia de la seguridad
  privada se configura como una medida de anticipación y prevención
  frente a posibles riesgos, peligros o delitos. La consideración
  de
  la seguridad privada como una actividad con entidad propia, pero
  a la
  vez como parte integrante de la seguridad pública, es hoy un
  hecho
  innegable.





  
No
  solo en España sino fundamentalmente en nuestro entorno europeo,
  la
  seguridad privada se ha convertido en un verdadero actor de las
  políticas globales y nacionales de seguridad.





  
En
  los últimos años se han producido notables avances en la
  consideración ciudadana y en el replanteamiento del papel del
  sector
  privado de la seguridad, reconociéndose la importancia, eficacia
  y
  eficiencia de las alianzas público-privadas como medio para hacer
  frente y resolver los problemas acuciantes y variados de
  seguridad
  que se producen en la sociedad. Cada vez más, la seguridad
  privada
  se considera una parte indispensable del conjunto de medidas
  destinadas a la protección de la sociedad y a la defensa de los
  derechos y legítimos intereses de los ciudadanos.





  
La
  seguridad, entendida como pilar básico de la convivencia ejercida
  en
  régimen de monopolio por el poder público del Estado, tanto en su
  vertiente preventiva como investigadora, encuentra en la
  realización
  de actividades de seguridad por otras instancias sociales o
  agentes
  privados una oportunidad para verse reforzada, y una forma de
  articular el reconocimiento de la facultad que tienen los
  ciudadanos
  de crear o utilizar los servicios privados de seguridad con las
  razones profundas sobre las que se asienta el servicio público de
  la
  seguridad.





  
La
  proyección de la Administración del Estado sobre la prestación de
  servicios de seguridad por entidades privadas y sobre su personal
  se
  basa en el hecho de que los servicios que prestan forman parte
  del
  núcleo esencial de la competencia exclusiva en materia de
  seguridad
  pública atribuida al Estado por el artículo 149.1.29.ª de la
  Constitución, y en la misión que, según el artículo 104 del
  propio texto fundamental, incumbe a las Fuerzas y Cuerpos de
  Seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, de proteger el libre
  ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad
  ciudadana.





  
A
  partir de ahí, se establece un conjunto de controles e
  intervenciones administrativas que condicionan el ejercicio de
  las
  actividades de seguridad por los particulares. Ello significa que
  las
  Fuerzas y Cuerpos de Seguridad han de estar permanentemente
  presentes
  en el desarrollo de las actividades privadas de seguridad,
  conociendo
  la información trascendente para la seguridad pública que en las
  mismas se genera y actuando con protagonismo indiscutible,
  siempre
  que tales actividades detecten el acaecimiento de hechos
  delictivos o
  que puedan afectar a la seguridad ciudadana.





  
La
  defensa de la seguridad y el legítimo derecho a usarla no pueden
  ser
  ocasión de agresión o desconocimiento de derechos o invasión de
  las esferas jurídicas y patrimoniales de otras personas. Y ésta
  es
  una de las razones que justifican la intensa intervención en la
  organización y desarrollo de las actividades de las entidades
  privadas de seguridad y de su personal, por parte de la Fuerzas y
  Cuerpos de Seguridad, que tienen la misión constitucional de
  proteger los derechos fundamentales de todos los ciudadanos y
  garantizar su seguridad.





  
Desde
  otra perspectiva, pero igualmente integrada en el objeto de
  regulación de esta ley, es necesario dar el paso de reconocer la
  especificidad de los servicios de investigación privada el papel
  que
  han alcanzado en nuestra sociedad en los últimos años. Siendo
  diferentes de los demás servicios de seguridad privada, su
  acogida
  en esta norma, dentro del conjunto de actividades de seguridad
  privada, refleja la configuración de aquéllos como un elemento
  más
  que contribuye a garantizar la seguridad de los ciudadanos,
  entendida
  en un sentido amplio.





  
II





  
La
  Ley 23/1992, de 30 de julio, de Seguridad Privada, que ahora se
  deroga, vino a ordenar un sector hasta entonces regulado por una
  normativa dispersa, de rango inferior y de orientación
  preconstitucional en algunos casos, que contemplaba una realidad
  todavía incipiente, y a la que dicho marco legal permitió
  desarrollarse de forma armónica hasta alcanzar la importancia y
  transcendencia que ahora tiene, habiendo sabido concitar la
  generalizada aceptación de la sociedad española.





  
Ciertamente,
  la Ley 23/1992, de 30 de julio, así como su normativa de
  desarrollo,
  ha supuesto un gran avance para la evolución de la seguridad
  privada
  en España, e incluso ha constituido un modelo para procesos
  normativos análogos en otros Estados de la Unión Europea. Sin
  embargo, resulta imprescindible alumbrar una nueva normativa
  legal
  que dé solución a los problemas detectados y permita seguir
  evolucionando a un sector de la industria de servicios española
  que
  tanto ha contribuido a la seguridad.





  
En
  efecto, la regulación del año 1992 resulta hoy claramente
  insuficiente, lo que se percibe en sus profundas lagunas y
  carencias,
  paliadas parcialmente en el posterior reglamento de desarrollo,
  aprobado por el Real Decreto 2364/1994, de 9 de diciembre, e
  incluso
  por normas de rango inferior o simples resoluciones. Han sido en
  muchas ocasiones este tipo de normas las que han permitido que la
  Ley
  23/1992, de 30 de julio, haya podido mantener su vigencia hasta
  el
  momento actual.





  
Además,
  la pertenencia de nuestro país a la Unión Europea ha obligado a
  que
  la norma fundamental que regula en España la seguridad privada,
  la
  Ley 23/1992, de 30 de junio, haya debido ser modificada por los
  Reales Decretos-leyes 2/1999, de 29 de enero, y 8/2007, de 14 de
  septiembre, así como por la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de
  modificación de diversas Leyes para su adaptación a la Ley sobre
  libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, con
  la
  finalidad de adaptarse cada vez a un entorno más abierto y
  globalizado, fenómeno que la citada ley, lógicamente, consideró
  de
  manera muy colateral.





  
Otros
  dos factores determinantes de la necesidad de sustituir la
  vigente
  ley cabecera de este sector del ordenamiento jurídico son los
  importantísimos cambios tecnológicos, que condicionan la
  prestación
  de servicios de seguridad, y la tendencia a la integración de las
  distintas seguridades en un concepto de seguridad integral,
  cuestión
  a tener en cuenta tanto en el ámbito de las actividades como en
  el
  de las funciones y servicios que presta el personal de seguridad
  privada, aspectos éstos que la Ley 23/1992, de 30 de julio, no
  podía
  contemplar.





  
Pasados
  veinte años desde su promulgación, ante un sector maduro y
  completamente profesionalizado, con presencia en todos los
  lugares y
  niveles de la vida del país y de sus ciudadanos, y ante una
  realidad
  completamente diferente a la del año 1992, es necesario aprobar
  una
  nueva norma que permita solucionar los problemas de
  funcionamiento
  detectados a lo largo de estas dos décadas pasadas.





  
Este
  fenómeno de insuficiencia de regulación se da aún más, si cabe,
  con las actividades de investigación privada y los detectives
  privados, cuya inserción tangencial en la Ley 23/1992, de 30 de
  julio, vino a abundar en el problema expuesto. En efecto son muy
  escasas las prevenciones sobre dichas actividades y personal no
  sólo
  en sede legal, sino también reglamentaria, por lo cual esta ley
  afronta de manera decidida y completa, en lo que le corresponde,
  la
  definición de su contenido, perfiles, limitaciones y
  características
  de quienes, convenientemente formados y habilitados, la
  desarrollan.
  De esta manera la regulación de las actividades y el personal de
  investigación privada pasa a constituir uno de los elementos
  fundamentales de la nueva ley, abandonando la presencia colateral
  que
  tiene en la vigente normativa.





  
III





  
Al
  contrario de la anterior regulación, la nueva ley representa un
  tratamiento total y sistemático de la seguridad privada en su
  conjunto, que pretende abarcar toda la realidad del sector
  existente
  en España, al tiempo que lo prepara para el futuro.





  
En
  consecuencia, es preciso transitar desde la concepción de control
  y
  sanción, que inspira el preámbulo y el articulado de la Ley
  23/1992, de 30 de julio, y que tuvo su razón de ser en aquel
  momento, hasta una norma que permita aprovechar las enormes
  potencialidades que presenta la seguridad privada desde la
  perspectiva del interés público.





  
Es
  por eso que la nueva regulación contempla, entre otros objetivos,
  la
  mejora de la eficacia en la prestación de los servicios de
  seguridad
  privada en lo relativo a organización y planificación, formación
  y
  motivación del personal de seguridad; la eliminación de las
  situaciones que dan lugar al intrusismo tanto de las empresas
  como
  del personal; la dotación al personal de seguridad privada del
  respaldo jurídico necesario para el ejercicio de sus funciones
  legales, y los elementos de colaboración entre la seguridad
  privada
  y la seguridad pública.





  
La
  ley pasa de poner el acento en el principio de la subordinación a
  desarrollar más eficazmente el principio de complementariedad a
  través de otros que lo desarrollan, como los de cooperación o de
  corresponsabilidad, mediante una técnica legislativa más flexible
  que permite una adaptación permanente a los cambios que
  experimente
  la sociedad sin que sea precisa una reforma de rango legal para
  ello.





  
En
  la relación especial que mantiene la seguridad privada con las
  Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, auténticos garantes del sistema
  de
  libertades y derechos que constitucionalmente protegen, se hace
  necesario avanzar en fórmulas jurídicas que reconozcan el papel
  auxiliar y especialmente colaborador desempeñado por la seguridad
  privada, de forma que, además de integrar funcionalmente sus
  capacidades en el sistema público de seguridad, les haga
  partícipes
  de la información que resulte necesaria para el mejor
  cumplimiento
  de sus deberes.





  
Se
  aborda, así, una reforma en profundidad de la regulación legal
  hasta ahora vigente que pivota sobre dos ejes. En primer lugar,
  sobre
  la base irrenunciable de la preeminencia de la seguridad pública
  sobre la seguridad privada, se realiza una adecuación de la
  normativa que permita su adaptación y dé respuesta a la necesidad
  real de seguridad en cada momento, de manera que se aprovechen
  todas
  sus potencialidades. En segundo lugar, los poderes de
  intervención y
  control público sobre la seguridad privada se focalizan en los
  aspectos verdaderamente esenciales para la seguridad pública,
  desregulando los aspectos accesorios que no tienen una directa
  relación con el servicio de seguridad, al tiempo que se moderniza
  su
  gestión y se potencia su colaboración con la seguridad
  pública.





  
En
  resumen, puede decirse que el conjunto de los cambios propuestos
  en
  la nueva ley, además de mejorar y resolver problemas técnicos, de
  gestión y operativos, profundiza decididamente en el actual
  modelo
  español de seguridad privada (complementaria, subordinada,
  colaboradora y controlada por la seguridad pública), apostando
  por
  su papel preventivo en beneficio de la seguridad general, y lo
  hace
  aprovechando e integrando funcionalmente todo su potencial
  informativo, de recursos humanos y de medios materiales, al
  servicio
  de la protección y seguridad del conjunto de la ciudadanía, de
  forma compatible con el legítimo interés que persiguen las
  entidades privadas de seguridad.





  
Este
  mismo enfoque inspira los preceptos que se dedican a la
  investigación
  privada. En este punto, el legislador, como en las restantes
  actividades contempladas en la ley, tiene que hacer compatible
  ese
  enfoque positivo con una serie de prevenciones indispensables
  para
  garantizar los derechos de los ciudadanos, especialmente los del
  artículo 18 de la Constitución.





  
IV





  
Uno
  de los aspectos donde más se ha puesto de manifiesto el cambio
  habido desde la aprobación de la Ley 23/1992, de 30 de julio, es
  en
  la participación de las comunidades autónomas en la materia. Lo
  que
  entonces era algo residual se ha transformado en un fenómeno de
  mayor calado, pues a las comunidades autónomas con competencia
  estatutariamente asumida para la protección de personas y bienes
  y
  el mantenimiento del orden público, se van uniendo otras
  comunidades
  autónomas cuyos nuevos estatutos de autonomía reconocen su
  competencia sobre la seguridad privada, aunque en ambos casos con
  sujeción a lo que el Estado regule de acuerdo con el artículo
  149.1.29.ª de la Constitución.





  
Así,
  la nueva ley quiere reconocer este cambio de situación y
  contemplar
  el fenómeno de una manera global, no tangencial, como hasta el
  momento, reflejando los diferentes niveles competenciales en
  función
  de las previsiones estatutarias.





  
Para
  que la actuación de las distintas administraciones públicas sea
  coherente con el mantenimiento de la armonía del sistema, es
  fundamental incidir en los principios de coordinación y
  cooperación
  interadministrativa.





  
Al
  objeto de evitar interferencias y duplicidades, se prevén
  mecanismos
  de coordinación institucional, se clarifica el reparto de
  competencias estatales y autonómicas, se afianza la competencia
  exclusiva del Estado en materia normativa y se sitúan en la
  órbita
  ejecutiva las competencias de las comunidades autónomas.





  
V





  
Se
  pasa de un tratamiento normativo parcial a una ley generalista,
  reguladora de la totalidad de materias que configuran el sector
  de la
  seguridad privada, dotada de sistematicidad normativa a lo largo
  de
  sus siete títulos, con un desglose de materias que abarcan desde
  lo
  más general hasta lo más específico.





  
Así,
  en el título preliminar se ha aprovechado para dar definición
  legal
  a conceptos o términos que hasta ahora permanecían jurídicamente
  imprecisos o indeterminados, tales como el propio de seguridad
  privada, o los de actividades de seguridad, servicios de
  seguridad,
  funciones de seguridad, medidas de seguridad, despachos de
  detectives
  privados u otros de significada importancia, lo que sin duda
  alguna
  ha de tener una directa repercusión favorable en la mejora de la
  seguridad jurídica.





  
En
  esta línea, por primera vez se fija el ámbito material y la
  finalidad a la que sirve la propia seguridad privada, que no
  puede
  ser otra que contribuir, con su acción profesional, a completar
  la
  seguridad pública de la que forma parte.





  
Otras
  importantes novedades que la nueva ley incorpora en su título
  preliminar son las referidas a la actualización del ámbito de las
  actividades de seguridad privada; se regulan las llamadas
  actividades
  compatibles, consistentes en todas aquellas materias que rodean o
  tienen incidencia directa con el mundo de la seguridad, y, por
  otra
  parte, se completan y perfilan mejor las actividades de seguridad
  privada, como es el caso de la investigación privada, que se
  incluye
  con normalidad en el catálogo de actividades de seguridad.





  
Además,
  se reconoce a los operadores de seguridad la condición de
  personal
  acreditado como respuesta al gran avance tecnológico y profunda
  transformación que ha experimentado la actividad de verificación
  de
  alarmas.





  
La
  seguridad de la información y las comunicaciones aparece por
  primera
  vez configurada no como actividad específica de seguridad
  privada,
  sino como actividad compatible que podrá ser desarrollada tanto
  por
  empresas de seguridad como por las que no lo sean, y que, por su
  incidencia directa en la seguridad de las entidades públicas y
  privadas, llevará implícito el sometimiento a ciertas
  obligaciones
  por parte de proveedores y usuarios.





  
Igualmente,
  en la línea de reducir restricciones a la libre competencia, se
  liberaliza la actividad de planificación, consultoría y
  asesoramiento en materia de seguridad privada, que pasa a
  considerarse como una actividad compatible no reservada a las
  empresas de seguridad privada, ya que su afección a esta última,
  y
  mediatamente a la seguridad pública, no es directa.





  
También
  se ha aprovechado para realizar una necesaria matización del
  principio general de exclusión de la seguridad privada de los
  espacios públicos, cuya formulación actual, excesivamente rígida,
  ha dificultado o impedido la necesaria autorización de servicios
  en
  beneficio del ciudadano, que resulta hoy obsoleta.





  
En
  el título I se plasma una de las ideas claves que han inspirado
  la
  redacción de la ley, como es la coordinación y la colaboración
  entre los servicios de seguridad privada y las Fuerzas y Cuerpos
  de
  Seguridad, con el único objetivo de mejorar la seguridad pública,
  mediante el intercambio de información siempre con todas las
  garantías legales, y la apuesta decidida por unos órganos de
  encuentro que han de ser mucho más proactivos que hasta el
  momento.





  
En
  el título II se da rango legal a algunos preceptos dedicados a la
  regulación de empresas de seguridad y despachos de detectives, o
  a
  los registros de ambos, que se unifican en el nuevo Registro
  Nacional
  de Seguridad Privada.





  
Además,
  se regula un sistema flexible que permitirá, cuando sea necesario
  por razón de las instalaciones vigiladas, aumentar los requisitos
  de
  las empresas, o reducirlos por razón de la actividad
  desempeñada.





  
En
  línea con el favorecimiento de la actividad económica, la ley
  sustituye el sistema más gravoso de la autorización
  administrativa
  por el de la declaración responsable para los centros de
  formación
  de personal de seguridad privada, los despachos de detectives
  privados y las empresas de instalación y mantenimiento.





  
En
  el título III se regulan cuestiones anteriormente dejadas al
  reglamento, donde no tenían correcta ubicación, tales como las
  relativas a las funciones de gran parte del personal de
  seguridad, ya
  que la Ley 23/1992, de 30 de julio, tan sólo se ocupaba de las
  funciones de los vigilantes de seguridad y de los detectives
  privados.





  
La
  ley modifica el nombre de los guardas particulares del campo,
  para
  configurarlos, más adecuadamente, como guardas rurales.





  
Por
  otra parte, se resuelve el problema del requisito de la
  nacionalidad
  española o de un Estado de la Unión Europea o de un Estado parte
  en
  el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo para poder acceder
  a
  las profesiones de seguridad, que ahora se amplía a los
  nacionales
  de terceros Estados que tengan suscrito con España un convenio
  internacional en el que se contemple tal posibilidad a los
  nacionales
  de ambos Estados.





  
Otra
  de las novedades que se incorpora en materia de personal,
  largamente
  demandada por el sector, es la protección jurídica análoga a la
  de
  los agentes de la autoridad del personal de seguridad privada
  frente
  a las agresiones o desobediencias de que pueden ser objeto cuando
  desarrollen, debidamente identificados, las actividades de
  seguridad
  privada en cooperación y bajo el mando de las Fuerzas y Cuerpos
  de
  Seguridad.





  
Además
  de eliminar el inadecuado y distorsionador período de
  inactividad,
  que tantas dificultades y problemas ha supuesto para la normal
  reincorporación al sector del personal de seguridad privada, en
  la
  formación del personal, junto al actual sistema de acceso a la
  profesión a través exclusivamente del Ministerio del Interior, se
  da cabida a otras posibilidades de acceso mediante el sistema que
  determine el Gobierno, a propuesta del Ministerio de Educación,
  Cultura y Deporte, al contemplarse la posibilidad de una
  formación
  profesional reglada o de grado universitario para el acceso a las
  diferentes profesiones de seguridad privada, o de los
  correspondientes certificados de profesionalidad del Ministerio
  de
  Empleo y Seguridad Social.





  
En
  el título IV se regulan por primera vez en una norma de rango
  legal
  y de forma armónica las medidas de seguridad, así como la
  especificación de la forma de prestación de los principales
  servicios de seguridad (vigilancia y protección, protección
  personal, depósitos y transportes de seguridad, e investigación
  privada), dotando de concreción a otros importantes servicios
  para
  los que la Ley 23/1992, de 30 de julio, y su reglamento de
  desarrollo
  no contienen más que referencias aisladas (verificación y
  respuesta
  ante alarmas, instalación y mantenimiento de sistemas), o no
  contienen regulación alguna, como sucede con la videovigilancia
  en
  el ámbito de la seguridad privada, en cumplimiento del mandato
  contenido en la Ley Orgánica 4/1997, de 4 de agosto, de
  utilización
  de videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en lugares
  públicos.





  
En
  este título resulta especialmente relevante la regulación de los
  servicios de videovigilancia y de investigación privada, ya que
  se
  trata de servicios que potencialmente pueden incidir de forma
  directa
  en la esfera de la intimidad de los ciudadanos. En el segundo
  caso,
  desde el ánimo de compaginar los diversos intereses en juego, se
  abordan cuestiones tan delicadas como la legitimidad del encargo,
  el
  contenido del informe de investigación o el deber de reserva
  profesional.





  
En
  el título V se recogen, también por vez primera en sede legal,
  las
  actuaciones de control e inspección sobre las entidades, el
  personal
  y las medidas de seguridad, así como la obligación de
  colaboración
  por parte de los afectados. Especialmente relevante es la
  incorporación de un precepto que regula las medidas provisionales
  que pueden adoptar los funcionarios policiales, cuando en el
  marco de
  una inspección lo consideren absolutamente necesario, quedando en
  todo caso sujetas a ratificación por la autoridad competente.
  Igualmente, se limita, por razón de la intimidad de los datos, el
  acceso al contenido de los informes de investigación privada en
  las
  inspecciones policiales a la mera constatación de su existencia,
  salvo que medien investigaciones policiales o judiciales o
  procedimientos sancionadores.





  
En
  el título VI se da solución a algunas de las principales
  carencias
  de la anterior legislación referidas al régimen sancionador. Así,
  se contemplan con la debida separación las infracciones que
  pueden
  ser cometidas por las entidades, el personal o los usuarios de
  seguridad privada, incluyendo, junto a estos últimos, a los
  centros
  de formación en la materia.





  
Se
  hace especial hincapié en la regulación de todas aquellas
  conductas
  infractoras que tengan por objeto evitar el intrusismo ya sea
  realizado por empresas de seguridad, por personal no habilitado,
  por
  empresas de servicios que desarrollan actividades materialmente
  de
  seguridad privada o por los propios usuarios.





  
A
  este respecto, es importante destacar el esfuerzo que se ha hecho
  en
  cuanto a la graduación de las infracciones y a los criterios para
  determinar la imposición de las correspondientes sanciones, con
  el
  objetivo básico de garantizar la mayor individualización de
  aquéllas.





  
Por
  último, en la parte final, el texto contempla aquellas
  disposiciones
  necesarias para garantizar una transición correcta desde la Ley
  23/1992, de 30 de julio, a la nueva legislación, sobre todo hasta
  que ésta sea objeto del correspondiente desarrollo
  reglamentario.
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